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Tema: Una oportuna petición orientada a satisfacer la carga pendiente para 

el adelantamiento del proceso debe ser resuelta antes de “tener por desistida 

tácitamente la respectiva actuación”, pues esto supone prolongación de la 

inactividad durante el término concedido. 

 

Medellín, tres (3) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por el apoderado de la parte demandante contra el auto fechado el 21 de julio 

de 2021, a través del cual el Juzgado 21º Civil del Circuito de Medellín declaró 

terminado por desistimiento tácito el proceso ejecutivo acumulado de la 

referencia. 

 

DECISIÓN IMPUGNADA 

Por auto del 21 de julio de 2021, el Juzgado 21 Civil del Circuito de Medellín, 

quien actualmente conoce del asunto reseñado, declaró el desistimiento tácito 

del proceso ejecutivo-acumulado promovido por el Banco Agrario de Colombia 

S.A. en contra de Julio Hugo Berrío Ruiz, Diana Berrío Roldan, Jorge Horacio 



Martínez Graciano e Inés Roldan de Berrio disponiendo, en consecuencia, el 

levantamiento de las medidas cautelares practicadas en relación con los 

inmuebles de M.I. N° 037-53486, 037-53485 y 037- 5664 de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de Yarumal, y condena en costas al 

demandante en favor de los accionados, amén del pago de los honorarios al 

secuestre. 

 

Así concluyó tras realizar algunas consideraciones generales sobre la figura 

del Desistimiento Tácito, para abordar luego el caso concreto memorando que 

el Banco Agrario de Colombia S.A. presentó demanda de acumulación al 

proceso ejecutivo de la referencia, pretendiendo el pago de obligaciones 

contenidas en sendos pagarés, respaldados con hipoteca abierta sobre el lote 

de mayor extensión 037-9469, que se extendió a los lotes 037-53486, 037-

53485 y 037-56641, de aquél desprendidos, inmuebles que fueron sometidos 

a medidas cautelares de embargo y secuestro. 

 

Recordó que con motivo de ello se libró mandamiento de pago el 23 de enero 

de 2015, adicionado el día 30 siguiente, en el cual se dispuso, además, 

suspender el pago a los acreedores y emplazar, de conformidad con el artículo 

318 del C. de P.C., a todos los que tuviesen créditos con título de ejecución 

en contra de los demandados. 

 

Resaltó seguidamente que la demandante ha sido renuente a realizar el 

emplazamiento ordenado no obstante que se le ha requerido en varias 

oportunidades, la última en fecha 23 de abril de 2021, pues dentro del término 

concedido se limitó a solicitar se aplicase el artículo 10º del decreto 806 de 

2020, solicitud improcedente toda vez que el proceso se rige por la regulación 

contenida en el Código de procedimiento Civil, por así disponerlo el artículo 

625 del C.G.P. 

 

De otra parte, respecto al argumento de no ser posible la figura en cuestión 

por estar pendiente actuación orientada a consumar medida cautelar debido 

a que el inmueble de M.I.  037-53487 no fue incluido en la solicitud de 

medidas cautelares, por lo que haciendo parte también de la garantía 

hipotecaria solicitó su embargo y posterior secuestro, dijo el a-quo que la 

hipoteca abierta fue constituida por escritura pública 7541 del 15 de julio de 

2004 de la Notaría 15 de Medellín, sobre el lote de M.I. 037-9469, sobre el 



cual se realizó luego loteo surgiendo 5 lotes, a los cuales se extendió el 

gravamen, no obstante lo cual la demanda de acumulación incluyó solo los 

lotes 037-53486, 037-53485 y 037-56641, excluyendo el de M.I. 037-53487, 

lo que se ajusta a la ley porque “si bien en principio la hipoteca es indivisible 

al realizar el acto de loteo sobre el lote de mayor extensión, la hipoteca grava 

los nuevos lotes de manera independiente, debido a que el valor total que 

garantiza la hipoteca se divide proporcionalmente en el número resultante 

después de realizada la división del bien y sobre los cuales se puede realizar 

una liberación - cancelación- parcial de la hipoteca, tal y como se expuso en 

los hechos de la demanda”. 

 

Agregó que, en todo caso, la inclusión de ese nuevo inmueble requiere un 

trámite procesal consagrado, no bastando la simple manifestación de que no 

fue incluido en la solicitud de medidas cautelares. 

 

Concluyó entonces que el demandante dejó vencer el término concedido sin 

cumplir la carga pendiente, por lo que se configura la situación prevista en su 

numeral 1º por el artículo 317 C.G.P. 

 

LA IMPUGNACIÓN 

Inconforme con tal declaración, el ejecutante acumulante interpuso recurso 

de apelación aduciendo, en esencia, que declarar el desistimiento tácito 

porque el juzgado estima improcedente la solicitud que elevó dicha parte 

dentro del término concedido en el requerimiento, en el sentido de que para 

emplazar a los acreedores indeterminados se procediese en la forma prevista 

por el artículo 10º del decreto 806 de 2020, es incurrir en exceso ritual 

manifiesto, figura en relación con la cual cita apartes de un pronunciamiento, 

al parecer, de la Corte Constitucional, para afirmar seguidamente que el 

desistimiento tácito opera cuando “la inactividad total de las partes revela en 

forma inequívoca su desinterés en el pleito y no, cuando de manera “errada” 

la parte actora solicita la aplicación de una normatividad que garantiza el 

derecho de defensa y que se encuentra acorde a las dinámicas sociales 

actuales”. 

 

De otra parte, expresó que la ejecutante, en aras de garantizar el 

cumplimiento de la obligación, debe contar con el perfeccionamiento de la 

totalidad de las medidas cautelares que se han solicitado, recuerda que el 21 



de mayo de 2021 radicó solicitud de medida cautelar sobre el inmueble con 

M.I. 037-53487 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Yarumal, la que a la fecha no ha sido decretada, lo que obsta sancionar por 

negligencia al demandante. 

 

Terminó deprecando entonces se revoque el auto que decretó el desistimiento 

tácito pero, además, se autorice llevar a cabo el trámite previsto por el artículo 

10 del decreto 806 de 2020, así como decretar el embargo y secuestro del 

inmueble referido. 

 

Por auto del 31 de agosto de 2021, el a-quo concedió el recurso de apelación 

“contra el auto del 27 de julio del 2021, en el que se decretó el desistimiento 

tácito, se evidencia que la oportunidad y la procedencia se encuentran 

satisfechas, al tenor de lo previsto en el artículo 351, 625 del C.P.C en armonía 

con el literal e del numeral 2 artículo 317 del C.G.P”. 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER LA APELACIÓN 

Advierte ab-initio la suscrita magistrada que el recurso fue concedido solo en 

lo referente a la declaratoria del desistimiento tácito -que, por demás, es lo 

único realmente decidido en el auto cuestionado-, por lo que solo a este 

respecto adquirió competencia el tribunal, lo que descarta que pudiese esta 

funcionaria atender las dos últimas solicitudes impetradas por el recurrente 

con respecto a las sendas peticiones que elevó ante el señor juez del 

conocimiento y en relación con las cuales el último no resolvió en el auto 

atacado, aunque de manera vaga alude a ellas en la parte narrativa de su 

proveído, simplemente para aludir a que su presentación no acarrea 

interrupción del término a cuyo vencimiento se tiene por desistida la actuación 

de que se trate. 

 

Con el anterior exordio, es claro que el problema jurídico que ofrece el caso a 

estudio radica en determinar si con las dos (2) solicitudes elevadas el día 21 

de mayo de 2021 -deprecando al señor juez, de un lado, se decretase el 

embargo y secuestro del inmueble con M.I 037-53487, también desprendido 

de la matrícula primigenia sobre la cual se constituyó gravamen real en favor 

del acumulante; y, del otro,  se realizase el emplazamiento a los acreedores 

indeterminados de conformidad con el artículo 10º del decreto 806 de 2020-

, se interrumpió o no el término concedido al ejecutante en el requerimiento 



que se le hizo por auto del 23 de abril del mismo año para que procediese al 

emplazamiento de los acreedores indeterminados de los ejecutados, so pena 

de declararse el desistimiento tácito. 

 

Pues bien, conforme a la preceptiva del artículo 317 del C.G.P. el desistimiento 

tácito se rige por una serie de reglas allí mismo establecidas, de entre las 

cuales se destaca para el caso la contenida en su literal c) a cuyo tenor 

“Cualquier actuación, de oficio o a petición de parte, de cualquier naturaleza, 

interrumpirá los términos previstos en este artículo.”. Punto este que La Corte 

Suprema de Justicia dejó claro en su sentencia STC11191-2020, al precisar 

que no es cualquier solicitud que se presente la que tiene esa virtud, sino la 

que se encamine al cumplimiento de lo pretendido que es la marcha del 

proceso. En efecto, esto dijo la rectora de la jurisprudencia nacional: 

 

Entonces, dado que el «desistimiento tácito» consagrado en el artículo 317 

del Código General del Proceso busca solucionar la parálisis de los procesos 

para el adecuado funcionamiento de la administración de justicia, la 

«actuación» que conforme al literal c) de dicho precepto «interrumpe» los 

términos para [que] se «decrete su terminación anticipada», es aquella que 

lo conduzca a «definir la controversia» o a poner en marcha los 

«procedimientos» necesarios para la satisfacción de las prerrogativas que a 

través de ella se pretenden hacer valer. 

 

En suma, la «actuación» debe ser apta y apropiada y para «impulsar el 

proceso» hacia su finalidad, por lo que, «[s]imples solicitudes de copias o sin 

propósitos serios de solución de la controversia, derechos de petición 

intrascendentes o inanes frente al petitum o causa petendi» carecen de esos 

efectos, ya que, en principio, no lo «ponen en marcha» (STC4021-2020, 

reiterada en STC9945-2020)”.1 

 

Descendiendo al caso concreto se tiene que, por auto del 23 de abril de 2021, 

notificado por estados del día 27 siguiente, el señor juez requirió al ejecutante 

acumulante para que “proceda a realizar la actuación a su cargo, es decir, 

realizar el emplazamiento de las personas que tengan créditos con títulos de 

ejecución contra los demandados”. 

 

                                                             
1 Sentencia del 9 de diciembre de 2020, Radicación n° 11001-22-03-000-2020-01444-01, M.P. Dr. 
Octavio Augusto Tejeiro Duque. 



El día 21 de mayo siguiente presenta memorial diciendo solicitar nuevamente, 

“y como reposa en memorial anterior” el embargo y secuestro del inmueble 

con M.I. 037-53487 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Yarumal, el cual hace parte de la garantía hipotecaria. Advirtió allí que “de 

conformidad al artículo 317 DESISTIMIENTO TÁCITO del CGP no podrá 

decretarse el desistimiento tácito cuando estén pendientes actuaciones 

encaminadas a consumar las medidas cautelares previas”. 

 

En la misma fecha, el requerido envía memorial de la siguiente literalidad: “de 

manera respetuosa me permito solicitar el emplazamiento de los terceros 

acreedores de conformidad al decreto legislativo 806 de 2020 artículo 10° 

EMPLAZAMIENTO PARA NOTIFICACIÓN PERSONAL. Los emplazamientos que 

deban realizarse en aplicación del artículo 108 del Código General del Proceso 

se harán únicamente en el registro nacional de personas emplazadas, sin 

necesidad de publicación en un medio escrito. Lo anterior en aras de darle 

continuidad e impulso al mencionado proceso”. 

 

El paso siguiente por parte del a-quo fue proferir el auto del 21 de julio, 

notificado por estados del día 29 siguiente, declarando terminado el proceso 

por desistimiento tácito, actuación sin lugar a dudas desacertada, aunque 

pudiera ser discutible que la primera solicitud mencionada (medida cautelar) 

tuviere el efecto a que alude el libelista toda vez que lo dispuesto al respecto 

por el artículo 317 C.G.P. es que “El juez no podrá ordenar el requerimiento 

previsto en este numeral, para que la parte demandante inicie las 

diligencias de notificación del auto admisorio de la demanda o del 

mandamiento de pago, cuando estén pendientes actuaciones encaminadas 

a consumar las medidas cautelares previas.”, supuestos que no se dan en 

el caso a examen, de un lado, porque el requerimiento hecho por auto del 23 

de abril no fue para que el demandante iniciase las diligencias tendientes a la 

notificación del mandamiento de pago a los demandados (lo que ya se 

encontraba surtido) sino para que llevase a cabo el emplazamiento de los 

acreedores indeterminados de los demandados; y, del otro, porque la medida 

cautelar allí solicitada, evidentemente no califica como “previa” dado que para 

entonces ya se había surtido la notificación del auto de apremio con relación 

a todos los ejecutados. 

 



Pero otra es la situación con respecto a la segunda petición aludida toda vez 

que, ante esa solicitud evidentemente orientada a superar el letargo en que 

venía el trámite, por mandato legal se produjo la interrupción del término de 

treinta (30) días hábiles que venía corriendo desde el 28 de abril (art. 118 

C.G.P.), por lo que, entonces, no alcanzó a completarse aquél sin que la parte 

hubiera “promovido el trámite respectivo”, requisito sine qua-non para que 

pudiese el juez tener por desistida tácitamente la respectiva actuación (art. 

317-1 segundo inciso), lo que impone su revocatoria.  

 

Por demás, es apenas lógico, que habiéndose presentado dentro del término 

concedido una solicitud orientada a que se procurase, de una determinada 

manera, el emplazamiento pendiente de realizar, esta ha debido resolverse 

antes de pensar en declarar un “desistimiento tácito” que, contrariamente 

exigía permanencia de la inactividad durante ese término. 

 

Por lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, la suscrita 

magistrada 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto de fecha y procedencia indicadas. 

 

SEGUNDO: Disponer la devolución del expediente digitalizado al despacho 

de origen. 

 

 

NOTIFIQUESE 

 

 

PIEDAD CECILIA VELEZ GAVIRIA 
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